
Recomendación 04/2012 

La Recomendación 4/2012, que data del 24 de febrero de 2012, se dirigió al Presidente Municipal 

del Ayuntamiento de Tultitlán del Estado de México, por violaciones al derecho a la vida, violación  

al derecho a la integridad y seguridad personal y violación al derecho a la legalidad y seguridad 

jurídica. 

El texto íntegro de la Recomendación, que consta de 42 fojas, se encuentra en el expediente 

respectivo. 

Concluida la investigación de los hechos consignados en el expediente 

CODHEM/EM/668/2011, la Comisión de Derechos Humanos del Estado de México 

procedió al análisis y valoración de los informes allegados, de las pruebas 

aportadas así como de evidencias reunidas con motivo de la sustanciación del 

procedimiento y resolvió que existieron elementos que comprobaron la violación a 

derechos humanos de una persona que falleció, atento a las consideraciones 

siguientes: 

DESCRIPCIÓN DE LA QUEJA 

El 13 de agosto de 2011, el licenciado Dionicio Ramón López, Oficial Calificador 

de la zona oriente de Tultitlán, sin que se actualizara flagrancia, ordenó a la policía 

municipal la detención de una persona de sexo masculino por considerar como 

infracción al bando municipal que minutos antes el ciudadano lo había insultado en 

la oficina a su cargo. 

La persona fue asegurada en el estacionamiento de la mencionada Oficialía 

Calificadora y sin previa garantía de audiencia ni certificación de su estado 

psicofísico, fue ingresado a una celda para mujeres, donde alrededor de dos horas 

después se le encontró sobre el piso con signos de ahorcamiento, siendo 

declarado su fallecimiento por personal de Protección Civil municipal. 

PROCEDIMIENTO DE LA INVESTIGACIÓN 

En la integración del expediente de queja, se solicitó la implementación de 

medidas precautorias tendentes a salvaguardar la integridad de las personas que 

fueran ingresadas a las celdas de la Oficialía Calificadora zona oriente y el informe 

de ley al Presidente Municipal Constitucional de Tultitlán. En colaboración se 

solicitó información a la Procuraduría General de Justicia del Estado de México; se 

recabaron las declaraciones de servidores públicos relacionados con los hechos, y 

se practicaron visitas de inspección a la Oficialía Calificadora zona oriente y 

Contraloría Municipal de Tultitlán, así como en la mesa segunda de la Fiscalía 

Especializada en Combatir Delitos cometidos por Servidores Públicos en 

Tlalnepantla de Baz. 



 

PONDERACIONES VIOLACIÓN DE LOS DERECHOS A LA VIDA, A LA 

SEGURIDAD PERSONAL Y A LA SEGURIDAD JURÍDICA 

En el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se 

prevé que las autoridades, en ejercicio de sus facultades y atribuciones, están 

obligadas a actuar con apego a la seguridad jurídica, que implícitamente protege 

la vida y seguridad personal; por ello, todo acto gubernamental debe cumplir las 

formalidades esenciales del procedimiento, constar por escrito de la autoridad 

competente, en que se expresen los fundamentos y motivos que lo sustenten. 

En el ámbito internacional, los derechos a la vida, la libertad y la seguridad 

personal se prevén en diversos instrumentos de universales y regionales a saber: 

en la Declaración Universal de Derechos Humanos, se establece en el artículo 3 

Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su 

persona... En la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, 

se precisa en el numeral I … Todo ser humano tiene derecho a la vida, a la 

libertad y a la seguridad de su persona... El Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos dispone en el artículo 6 ... El derecho a la vida es inherente a la 

persona humana. Este derecho estará protegido por la Ley... En el Conjunto de 

Principios para la Protección de Todas las Personas Sometidas a Cualquier Forma 

de Detención o Prisión, se refiere en el principio 1 Toda persona sometida a 

cualquier forma de detención o prisión será tratada humanamente y con el respeto 

debido a la dignidad inherente al ser humano. Y en la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos, se establece en los artículos 4.1, que Toda persona 

tiene derecho a que se respete su vida. Este derecho estará protegido por la 

Ley… En el 7.1, que Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad 

personal... En el similar 7.3, lo siguiente Nadie puede ser sometido a detención o 

encarcelamiento arbitrarios, y en el 7.5, se prevé: Toda persona detenida o 

retenida debe ser llevada, sin demora, ante un juez u otro funcionario autorizado 

por la ley para ejercer funciones judiciales y tendrá derecho a ser juzgada dentro 

de un plazo razonable o a ser puesta en libertad… 

Asimismo, en los artículos 115 fracción II, 123 y 124 de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de México, se establece que los municipios están 

investidos de personalidad jurídica y que los ayuntamientos tienen facultades para 

aprobar los bandos, reglamentos, circulares y disposiciones administrativas de 

observancia general, necesarios para su organización y funcionamiento. 

Por su parte, el artículo 31 fracción XXXVII de la Ley Orgánica Municipal del 

Estado de México, establece que los ayuntamientos promoverán lo necesario para 



el mejor desempeño de sus funciones; entre ellas, la calificadora, cuya forma de 

organización y funcionamiento están previstas en el Título V de dicha ley, del que 

se desprende que los oficiales calificadores pueden conocer, calificar e imponer 

las sanciones municipales que procedan por faltas o infracciones al bando 

municipal, reglamentos y demás disposiciones de carácter general contenidas del 

ámbito municipal, excepto las de carácter fiscal. 

De la citada normatividad se desprendió que previo a la imposición de arresto, el 

Oficial Calificador debió valorar la remisión del asegurado ante la Representación 

Social si incurrió en delitos. Además, debió escucharlo en garantía de audiencia, lo 

que constataría por escrito y enunciaría los preceptos legales que legitimen el 

procedimiento y las razones para la aplicación de sanciones administrativas o 

remisión a diversa autoridad; en su caso, una vez que el transgresor fuera 

ingresado al área municipal donde debería cumplir un arresto, la salvaguarda de 

su vida e integridad psicofísica estaba a cargo tanto del Oficial Calificador como de 

la policía municipal. 

No obstante, los servidores públicos Ángel Tovar Ramírez, David Jesús Roldán 

Martínez, Eduardo Luis Robellada Green y Dionicio Ramón López, no cumplieron 

tales postulados ya que ilegalmente restringieron la libertad de una persona y, los 

dos últimos en mención, omitieron proteger su integridad al encontrarse bajo su 

custodia. 

a) En efecto, de acuerdo con las disposiciones anteriormente mencionadas, esta 

Comisión consideró arbitraria la detención del afectado e ilegal su puesta a 

disposición ante el Oficial Calificador de la zona oriente de Tultitlán; actos que 

constituyeron violación a sus derechos a la seguridad jurídica y libertad personal. 

Esto fue así, toda vez que de las constancias que integran el expediente de queja, 

se desprendió que a las 17:45 horas del 13 de agosto de 2011, cuando el 

agraviado fue detenido, no existía orden judicial en su contra, tampoco se 

configuró flagrancia que permitiera la detención personal sin orden judicial previa, 

pues al momento en que los policías municipales de Tultitlán, Ángel Tovar 

Ramírez y David Jesús Roldán Martínez lo aseguraron sólo permaneció en el 

estacionamiento de la Oficialía Calificadora de la zona oriente; por ende, los 

mencionados elementos policiales no estaban obligados a cumplir la ilegal orden 

del licenciado Dionicio Ramón López, titular de esa oficina, relativa a su 

aseguramiento y presentación ante la oficialía a su cargo. 

Sobre el particular, el servidor público Dionicio Ramón López y el oficial de 

barandilla Eduardo Luis Robellada Green, ante la Representación Social y este 

Organismo, trataron de justificar la detención con el argumento de que se 



encontraba alterando el orden público cuando los policías Ángel Tovar Ramírez y 

David Jesús Roldán Martínez arribaron a la Oficialía Calificadora de la zona 

oriente. 

No obstante, el elemento Ángel Tovar Ramírez declaró ante esta Comisión: … 

pasamos con el Juez preguntándole que cuál era el apoyo que necesitaba ya que 

él y el compañero de barandilla eran quienes pedían el apoyo en ese momento, ya 

que la persona que estaba en el exterior, en el área del estacionamiento, los 

estaba agrediendo físicamente y verbalmente… declaración de la que 

diáfanamente se desprendió que dicho policía tuvo que preguntar al licenciado 

Dionicio Ramón López qué ayuda precisaba, y éste afirmó que el oficial de 

barandilla y él habían sido objeto de insultos por parte del agraviado; 

cuestionamiento que no tendría lugar de haberse encontrado éste incurriendo en 

tal conducta, que necesariamente habría sido percibida por el policía Tovar 

Ramírez. 

Aunado a lo anterior, el elemento David Jesús Roldán Martínez aseveró ante este 

Organismo: … al llegar nos percatamos de un joven que estaba en las 

inmediaciones del Juez Conciliador, (sic) saliendo el Oficial Conciliador (sic) y 

diciéndonos que el joven los estaba agrediendo verbalmente a él y al compañero 

de barandilla, por lo que nos solicitó el apoyo para que a petición de él 

aseguráramos al muchacho y lo presentáramos ante él… Afirmación que no dejó 

lugar a dudas respecto de la inexistencia de flagrancia en el aseguramiento, a la 

vez que acreditó que el licenciado Dionicio Ramón López solicitó su arbitraria 

detención, petición que de ninguna manera justifica el proceder de la policía 

municipal. 

Por tanto, el hecho de que los policías municipales Ángel Tovar Ramírez y David 

Jesús Roldán Martínez tuvieron conocimiento de que el agraviado había incurrido 

en lo que el licenciado Dionicio Ramón López entendió como una infracción al 

bando municipal de Tultitlán, no justificó su aseguramiento, máxime que no les 

constaban los hechos. 

Contrario a las manifestaciones del licenciado Dionicio Ramón López y del oficial 

de barandilla Eduardo Luis Robellada Green, relativas a que el agraviado ofendió 

verbalmente a sus remitentes en el estacionamiento de la Oficialía Calificadora de 

la zona oriente de Tultitlán, los policías Ángel Tovar Ramírez y David Jesús 

Roldán Martínez no refirieron tal proceder, y si bien mencionaron que al 

encontrarse ante la barandilla, éste se comportó muy agresivo, el elemento Tovar 

Ramírez únicamente refirió que el presentado les aventó sus zapatos y amenazó 

con que perderían su empleo; por su parte, el policía Roldán Martínez sólo abundó 



que el agraviado le dijo que si quería le quitara las agujetas y el cinturón, pero sin 

mencionar que éste hubiera incurrido en frases ofensivas. 

Aún en el supuesto de que el agraviado insultó al licenciado Dionicio Ramón 

López y al policía Eduardo Luis Robellada Green, este Organismo consideró que 

tampoco habría sido procedente su aseguramiento pues, en su caso, la conducta 

se consumó al momento en que arribaron a la Oficialía Calificadora los elementos 

Ángel Tovar Ramírez y David Jesús Roldán Martínez; correspondía entonces a los 

servidores públicos supuestamente ofendidos, formular querella ante la 

Representación Social, ya que la conducta atribuida al agraviado habría 

constituido ultrajes, cuya sanción es de carácter penal, respecto de la que el 

Oficial Calificador carece de competencia. 

En ese contexto, los policías municipales Ángel Tovar Ramírez y David Jesús 

Roldán Martínez trasgredieron lo previsto en el artículo 21 párrafo noveno de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y en el numeral 40 

fracción I de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, que en lo 

conducente establecen: 

Artículo 21… La actuación de las instituciones de seguridad pública se regirá por 

los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y 

respeto a los derechos humanos reconocidos en esta Constitución. 

Artículo 40. Con el objeto de garantizar el cumplimiento de los principios 

constitucionales de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y 

respeto a los derechos humanos, los integrantes de las Instituciones de Seguridad 

Pública se sujetarán a las siguientes obligaciones: 

 

I. Conducirse siempre… con apego al orden jurídico y respeto a las garantías 

individuales y derechos humanos… 

b) Para esta Defensoría de Habitantes el arresto impuesto al agraviado por el 

licenciado Dionicio Ramón López, también violó sus ya citados derechos. Se 

afirmó lo anterior, puesto que a las 17:50 horas del 13 de agosto de 2011, hora en 

que el agraviado fue presentado ante la Oficialía Calificadora de la zona oriente de 

Tultitlán, previo a ordenar su ingreso a galeras, el licenciado Dionicio Ramón 

López omitió brindarle garantía de audiencia y expedir el correspondiente acuerdo 

de calificación de la falta administrativa que él mismo le atribuyó. 

Ante esta Comisión el licenciado Dionicio Ramón López admitió las mencionadas 

omisiones, que intentó justificar con el endeble argumento que, en la barandilla, 



hizo saber al agraviado la sanción impuesta de manera verbal porque … los 

formatos… de remisión no tienen espacio para hacerle saber su garantía… no hay 

un formato donde hacerle saber sus derechos… explicación que dio cuenta que, a 

pesar de su formación académica en Derecho, no fue capaz de dar cumplimiento 

al artículo 16 de la Constitución federal, que exige la formalidad escrita en todo 

acto de molestia; que para él la inexistencia de un formato es suficiente para 

soslayar el respeto a los derechos humanos, y que por ello cotidianamente 

utilizaba los oficios de remisión de la policía municipal para imponer sanciones 

administrativas. 

El hecho de que el licenciado Dionicio Ramón López haya calificado la conducta 

del agraviado con fundamento en el artículo 24 fracción XVII del bando municipal 

de Tultitlán, constituyó trasgresión de las prohibiciones previstas en el artículo 151 

fracciones III y IV de la Ley Orgánica Municipal del Estado de México, que 

establece: 

Artículo 151.- No pueden los oficiales conciliadores y calificadores: … 

II. Juzgar asuntos de carácter civil e imponer sanciones de carácter penal; 

IV. Ordenar la detención que sea competencia de otras autoridades… 

El referido artículo 24 establece que se considera falta administrativa alterar el 

orden público. Conducta como la atribuida al agraviado constituía además el delito 

de ultrajes, previsto en el numeral 126 del Código Penal del Estado de México, 

que prevé:  

Artículo 126.- Se entiende por ultraje toda expresión directa o indirecta o toda 

acción ejecutada contra algún servidor público, estatal o municipal, o contra 

instituciones públicas, que pueda implicar ofensa o desprecio. 

Tratándose de elementos de cualquier corporación policíaca, se requerirá además 

para la integración del delito, que el ultraje sea en presencia de personas ajenas a 

las corporaciones. 

En consecuencia, el licenciado Dionicio Ramón López debió abstenerse de 

imponer sanción administrativa alguna al agraviado, pues es claro que al haber 

éste incurrido en la conducta que le atribuyó, se habría cometido en presencia de 

la persona del sexo femenino aludida por ambos en sus declaraciones, misma que 

evidentemente era ajena a la corporación policiaca municipal. 

En relación con la ilegal sanción impuesta al agraviado, se destacó que en la 

boleta de remisión con folio 7718, de las 17:50 horas del 13 de agosto de 2011, 



suscrita por los policías municipales Ángel Tovar Ramírez y David Jesús Roldán 

Martínez, se precisó que la calificación de la infracción se fundó en el artículo 24 

fracción XVII del bando municipal de Tultitlán, pero no se anotó ésta en el rubro 

correspondiente a sanción, y en las fojas 71 vuelta y 72 de un libro de registro que 

se lleva en la Oficialía Calificadora zona oriente de Tultitlán, entre otros, tampoco 

se cumplimentó el citado rubro ni los relativos a Persona Ofendida y  

Observaciones. 

En tales condiciones, el licenciado Dionicio Ramón López trasgredió la obligación 

prevista en el artículo 150 fracción II inciso e) de la Ley Orgánica Municipal del 

Estado de México: 

Artículo 150.- Son facultades y obligaciones de:  

… 

II. De los Oficiales Calificadores 

… 

e). Llevar un libro en donde se asiente todo lo actuado… 

En consecuencia, al menos en el libro de referencia, el servidor público en 

mención debió dejar constancia de la sanción impuesta y del estado psicofísico 

que presentaba el agraviado, máxime que, según aseveró éste, el agraviado se 

encontraba en estado de ebriedad. 

c) Este Organismo consideró acreditado que durante el ingreso al área de 

seguridad y estancia del agraviado en la galera dos de la Oficialía Calificadora de 

la zona oriente de Tultitlán, los servidores públicos Dionicio Ramón López, 

Eduardo Luis Robellada Green, Ángel Tovar Ramírez y David Jesús Roldán 

Martínez, violentaron sus derechos a la protección personal y a la vida. 

La anterior, porque a pesar que desde las 17:45 horas del 13 de agosto de 2011, 

el licenciado Dionicio Ramón López y el oficial de barandilla Eduardo Luis 

Robellada Green, se percataron que el agraviado se encontraba bajo los efectos 

de alcohol etílico y en estado de emoción violenta, que se exacerbó a partir de las 

17:50 horas de la misma fecha con motivo de su puesta a disposición, omitieron 

solicitar la colaboración de personal médico para que lo certificara y valorara, 

opiniones técnicas que sin lugar a dudas habrían contribuido a la salvaguarda de 

su persona. 

Por el contrario, el licenciado Dionicio Ramón López solicitó a los policías Eduardo 

Luis Robellada Green, Ángel Tovar Ramírez y David Jesús Roldán Martínez, que 



condujeran al agraviado al área de galeras, quienes accedieron a hacerlo y lo 

ingresaron a la celda dos, donde daría cumplimiento al arresto. Actuación policial 

que nuevamente se apartó de los ya citados postulados constitucionales y legales 

que rigen su actuación, pues, se insiste, no estaban obligados a realizar ese 

traslado con motivo de la detención arbitraria ordenada por el Oficial Calificador. 

Una vez en la celda dos, el agraviado continuó en estado de emoción violenta al 

grado que sus gritos se escuchaban …muy fuerte hasta la calle… así lo refirió a 

esta Comisión el policía Luis Robellada Green, circunstancia que constreñía al 

mencionado Oficial Calificador para acudir a la celda en que se encontraba y 

cerciorarse de su estado psicofísico. 

Al respecto, a pesar de que el servidor público Dionicio Ramón López afirmó ante 

este Organismo que en intervalos de 10 y 30 minutos acudía a revisar las galeras, 

en el expediente que se resolvió no acreditó que el 13 de agosto de 2011, haya 

acudido a la celda en que se encontraba el agraviado; al contrario, de sus propias 

declaraciones no se dedujo que lo haya hecho, tampoco refirió ello el policía 

Robellada Green, ni las personas que se encontraban arrestadas el día de los 

hechos al ser entrevistados por la Representación Social. Omisión que propició 

que la persona utilizara el inmueble a su cargo para privarse de la vida. 

Sobre el particular, se precisó que el oficial de barandilla Eduardo Luis Robellada 

Green, el 13 de agosto de 2011, acudía al área de galeras, no acreditó haberlo 

hecho …cada tres o cuatro minutos, entraba al pasillo que da a ambas galeras… 

como pretendió hacer creer a este Organismo, y aún en caso de que así lo haya 

llevado a cabo, de tal afirmación se desprendió que sólo se presentó al 

mencionado pasillo, de donde no era posible ver lo que acontecía tras la barda 

que brindaba privacidad al área sanitaria de la celda dos, donde el agraviado 

perdió la vida. 

Dadas las condiciones estructurales que la celda dos presentaba al 13 de agosto 

de 2011, aunado a que el agraviado se encontraba bajo los efectos de alcohol 

etílico y por ello precisaba de vigilancia constante, los rondines que el policía 

Robellada Green, realizó en el pasillo del área de galeras resultaron a todas luces 

insuficientes para salvaguardar su integridad y su vida; era preciso que el agente 

policial ingresara a esa celda, actividad que omitió en desacato a lo establecido en 

el artículo 40 fracción IX de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad 

Pública, que prevé como obligación de los elementos policiales el velar por la vida 

e integridad física de las personas detenidas. 

d) No pasó desapercibido para esta Defensoría de Habitantes que las condiciones 

laborales en que el 13 de agosto de 2011, los servidores públicos Dionicio Ramón 



López y Eduardo Luis Robellada Green, prestaban sus servicios en la Oficialía 

Calificadora de la zona oriente de Tultitlán, también incidieron en la violación a 

derechos humanos del agraviado. 

En el artículo 153 de la Ley Orgánica Municipal del Estado de México, se prevé 

que las ausencias del Oficial Calificador serán cubiertas por un secretario, luego 

entonces, en toda Oficialía Calificadora debe estar adscrito un servidor público con 

tal nombramiento y funciones. 

Sin embargo, la oficina de referencia sólo cuenta con tres oficiales calificadores 

con horario de 24 horas de trabajo por 48 de descanso, sin servidores públicos 

habilitados para actuar a nombre de los titulares, personal médico y sólo un policía 

municipal. 

Con relación a los oficiales calificadores, la coordinadora de las Oficialías 

Calificadoras de Tultitlán, informó a este Organismo que al 12 de septiembre de 

2011, estuvo... recibiendo y valorando currículum vitae de interesados a ocupar el 

cargo de Oficial Secretario… no obstante, se mencionó que tal ocupación no está 

prevista en la Ley Orgánica Municipal de la entidad, que sólo distingue entre 

Oficial Calificador, Oficial Mediador- Conciliador, y Secretario de la propia oficialía; 

éste último quien necesariamente debe asistir al titular de la oficina en sus labores 

para el óptimo servicio que tiene encomendado. 

Aunado a lo anterior, en la Oficialía Calificadora de la zona oriente de Tultitlán no 

hay personal médico que certifique el estado psicofísico de los presentados. Al 

respecto, resulta necesario que se establezca tal servicio, para lo cual se pueden 

celebrar convenios de colaboración con instituciones públicas. Acción que sin 

duda contribuirá a evitar hechos como el que dio cuenta la Recomendación. 

Por lo anterior, se consideró que debe asignarse, cuando menos, un elemento 

más de la policía municipal que realice la función exclusiva de supervisión de esa 

área de seguridad, pues aún con el sistema de circuito cerrado con que se equipó 

a la Oficialía Calificadora de la zona oriente de Tultitlán, no es posible que un solo 

policía desempeñe tal encargo de manera eficaz. 

e) Este Organismo no pasó por alto los esfuerzos que el gobierno municipal de 

Tultitlán emprendió, posterior al inicio del expediente de queja que se resolvió, 

tendentes a mejorar las instalaciones de la Oficialía Calificadora de la zona 

oriente, tales como el derribo parcial de la barda de privacidad de la celda dos y el 

aludido sistema de circuito cerrado; sin embargo, las celdas aún no reúnen las 

condiciones mínimas para la estancia digna de personas, aún cuando sea por 

breves lapsos de tiempo, ya que carecen de colchonetas, ropa de cama, servicio 

de agua corriente y luz eléctrica. 



Las condiciones en que se encuentran dichas celdas ostensiblemente son 

contrarias a lo dispuesto en el Conjunto de Principios para la Protección de Todas 

las Personas Sometidas a Cualquier Forma de Detención o Prisión: 

Principio 1. Toda persona sometida a cualquier forma de detención o prisión será 

tratada humanamente y con el respeto debido a la dignidad inherente al ser 

humano. 

Principio 3. No se restringirá o menoscabará ninguno de los derechos humanos de 

las personas sometidas a cualquier forma de detención o prisión reconocidos o 

vigentes en un Estado en virtud de leyes, convenciones, reglamentos o 

costumbres so pretexto de que el presente Conjunto de Principios no reconoce 

esos derechos o los reconoce en menor grado. 

Principio 6. Ninguna persona sometida a cualquier forma de detención o prisión 

será sometida a… tratos… crueles, inhumanos o degradantes. No podrá invocarse 

circunstancia alguna como justificación de… tratos… crueles, inhumanos o 

degradantes. 

Se afirmó lo anterior, toda vez que si bien las personas que adecuen su conducta 

a infracciones administrativas que ameriten el arresto previsto en el bando 

municipal de Tultitlán, tal sanción en modo alguno debe entenderse como 

excepción al respeto de la dignidad humana. 

En este sentido es de suma importancia que las instalaciones sanitarias de las 

celdas reúnan condiciones adecuadas para que los asegurados puedan satisfacer 

sus necesidades fisiológicas en el momento oportuno y de forma digna; lo que en 

el caso de la celda dos no sucede, ya que por la ubicación del respectivo inodoro 

en relación con la celda uno, hay poca privacidad para las mujeres que la ocupen. 

Con relación a la ropa de cama, resultó inatendible el argumento relativo a que en 

cumplimiento a las medidas precautorias que requirió esta Comisión, se decidió 

retirar las cobijas de las celdas; máxime que la propia autoridad municipal informó 

que éstas …servían para proteger a los detenidos de las condiciones climáticas, 

pero también era un foco de infección… Redacción de la que se desprendió 

claramente la nula conservación de su limpieza, que sólo es responsabilidad de la 

autoridad municipal. 

Lo anterior se corroboró con la declaración de la servidora pública María Teresa 

Trejo González, quien ante esta Comisión aseveró: …las cobijas de las oficialías… 

se me hacía un foco de infección porque las utilizaban para… sus necesidades 

fisiológicas… se lavaron en dos ocasiones y a raíz del deceso, se tomó la decisión 

de retirarlas… Aunado a esa afirmación, en la visita que personal de este 



Organismo llevó a cabo en el área de seguridad de la Oficialía Calificadora de la 

zona oriente de Tultitlán, observó que el área sanitaria de las celdas carecían de 

papel higiénico, lo que permitió presumir que tal situación obligaba a los detenidos 

a utilizar las cobijas para su aseo personal; hecho que a todas luces es contrario al 

respeto de su dignidad. 

No pasó por alto para esta Defensoría de Habitantes que toda celda municipal 

frecuentemente alberga personas bajo los efectos de sustancias que influyen 

negativamente en su comportamiento, que se refleja en su aseo personal y de las 

propias celdas; incluso, como en el asunto que nos ocupó, estados de ánimo 

violentos les orillan a terminar con sus vidas; por lo que es importante la integral 

atención y eficiente supervisión que a los mismos brinde la autoridad municipal. 

f) Esta Defensoría de Habitantes no desatendió el hecho de que en Tultitlán, el 

bando municipal prevé conductas delictivas como infracciones administrativas y 

que las funciones de los oficiales calificadores no están reglamentadas. 

Como se mencionó, en el artículo 115 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, se prevé lo relativo al municipio, y en la fracción II de ese 

numeral se establece para los ayuntamientos la atribución de expedir bandos 

municipales, reglamentos, circulares y disposiciones administrativas de  

observancia general en el ámbito de su respectiva competencia; sin embargo, no 

pueden los ayuntamientos constituir órdenes jurídicos independientes del local. 

Esto es así porque entre los ámbitos estatal y municipal debe prevalecer 

uniformidad normativa, en la que al Estado le está vedado invadir la esfera 

municipal y viceversa, a efecto de que cada entidad ejerza las atribuciones que 

constitucionalmente les han sido conferidas. 

Así, corresponde a la Legislatura local emitir bases generales con el ánimo de 

propiciar similitud entre la normatividad interna de los municipios y a éstos, emitir 

sus normas en armonía, concordancia y complementariedad con la legislación 

estatal. 

En este contexto, jerárquicamente, los bandos municipales se ubican en el orden 

jurídico mexicano después de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, los tratados internacionales, las constituciones y leyes locales, y 

necesariamente deben prever el respeto a los derechos humanos. 

En el ámbito municipal existe la posibilidad de imponer sanciones administrativas 

por violaciones a la normatividad que emitan los ayuntamientos, que si bien son de 

naturaleza análoga a la penal, su aplicación está claramente limitada a conductas 

que no constituyan delitos, que están en el Código Penal del Estado de México, y 



la imposición de penas previstas para los mismos en la normatividad adjetiva de la 

materia está encomendada al Tribunal Superior de Justicia de la entidad. 

En este sentido y en relación con los hechos que motivaron el expediente que se 

resolvió, esta Defensoría de Habitantes no pasó por alto que el bando municipal 

de Tultitlán 2012, en su artículo 24 fracciones XVI y XXI, prevé conductas que 

claramente se refieren al injusto de ultrajes contemplado en el citado artículo 124 

del Código Penal del Estado de México; a saber: 

Artículo 24. Queda estrictamente prohibido y se consideran como faltas 

administrativas, que serán sancionadas en los términos que señala el presente 

Bando Municipal, las siguientes: … 

XVII. Alterar el orden público o cuando se realicen actos indebidos en lugares de 

uso común que vayan en contra de las buenas costumbres y/o afecten los 

derechos de terceras personas y la moral pública, así como a las autoridades en 

ejercicio de sus funciones, será sancionado con arresto de hasta dieciséis horas 

conmutables hasta por veinte días de salario mínimo; 

… 

XXII. Agredir de palabra o de hecho a los servidores públicos municipales en el 

ejercicio de sus funciones será sancionado con arresto de hasta dieciséis horas 

conmutables por hasta veinte días de salario mínimo; Por ello, corresponde al 

Ayuntamiento de Tultitlán llevar a cabo la adecuación del bando municipal a la 

estricta esfera de su competencia. 

Por otro lado, este Organismo observó que en Tultitlán no se ha emitido el 

correspondiente reglamento de las funciones calificadora y mediadora-

conciliadora, lo que necesariamente generó que los servidores públicos adscritos 

a las respectivas oficinas administrativas no cuenten con fundamento jurídico 

municipal aplicable al despacho de sus asuntos. 

Si bien es cierto, las facultades y obligaciones de los oficiales calificadores se 

encuentran establecidas en el artículo 150 fracción II de la Ley Orgánica Municipal 

del Estado de México, también lo es que el artículo 152 de la citada ley, obliga a 

los ayuntamientos a determinar la forma de organización y funcionamiento de 

estas oficinas administrativas, lo cual debe estar contenido en el bando municipal 

o en los respectivos reglamentos. 

En relación con lo expuesto en los artículos 123 y 124 de la Constitución Política 

del Estado Libre y Soberano de México, y 3 de la Ley Orgánica Municipal del 

Estado de México, se señala: 



Artículo 123. Los ayuntamientos en el ámbito de su competencia, desempeñarán 

facultades normativas, para el régimen de gobierno y administración del 

Municipio… 

Artículo 124. Los ayuntamientos expedirán el Bando Municipal, que será 

promulgado y publicado el 5 de febrero de cada año; los Reglamentos; y todas las 

normas necesarias para su organización y funcionamiento, conforme a las 

previsiones de la Constitución General de la República, de la presente 

Constitución, de la Ley Orgánica Municipal y demás ordenamientos aplicables… 

 

Artículo 3. Los municipios del Estado regularán su funcionamiento de conformidad 

con lo que establece esta Ley, los Bandos municipales, reglamentos y demás 

disposiciones legales aplicables. 

En estas condiciones, deviene en tarea impostergable el que el Ayuntamiento de 

Tultitlán valore la pertinencia de ejercer la aludida función reglamentaria a efecto 

de dotar, al menos, a las oficialías calificadoras de su jurisdicción, de los 

instrumentos jurídicos que brinden mayor certeza a su actuación. 

g) Las evidencias que reunió esta Defensoría de Habitantes en la investigación de 

los hechos de queja, le permitió aseverar que los servidores públicos Dionicio 

Ramón López, Eduardo Luis Robellada Green, Ángel Tovar Ramírez y David 

Jesús Roldán Martínez, en ejercicio de sus obligaciones trasgredieron lo 

establecido por los artículos 42 fracciones I, VI y XXII, así como 43 de la Ley de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios, al omitir 

cumplir con la máxima diligencia el servicio público que tenían encomendado en 

violación a derechos humanos del agraviado. 

Así, se precisó, que los actos y omisiones en perjuicio del agraviado, desplegados 

por citados servidores públicos, se encuentran sujetos a investigación dentro del 

expediente CM/QD/226/2011, que se sustancia en la Contraloría Municipal de 

Tultitlán; por lo que dicha instancia deberá perfeccionar en términos de ley las 

evidencias y medios de convicción de los que dio cuenta esta Recomendación, 

para que adminiculados y concatenados con los medios de prueba que se allegue, 

cuente con los elementos objetivos que sustenten fehacientemente la resolución, y 

en su caso, las sanciones que se impongan. 

h) La probable responsabilidad penal que pudiera resultar a los servidores 

públicos Eduardo Luis Robellada Green y Dionicio Ramón López, está siendo 

investigada por el agente del Ministerio Público de la mesa segunda de la Fiscalía 

Especial de Delitos Cometidos por Servidores Públicos en Tlalnepantla de Baz, en 



la carpeta de investigación 493500550086711, que una vez integrada, resolverá lo 

que en estricto apego a Derecho proceda. 

Vinculado con lo que antecede, con absoluto respeto a la autonomía del Ministerio 

Público, este Organismo resolvió enviar copia certificada del documento de 

Recomendación al Procurador General de Justicia de la entidad, a efecto de que 

la Representación Social, tome en consideración las evidencias, razonamientos y 

ponderaciones formuladas, y previo su perfeccionamiento, cuente con mayores 

elementos de convicción que le permita resolver la investigación de mérito. 

Por lo expuesto, el Presidente de la Comisión de Derechos Humanos del Estado 

de México formuló al Presidente Municipal de Tultitlán, los siguientes puntos 

recomendatorios: 

PRIMERO. Solicite por escrito al titular del órgano de control interno del 

Ayuntamiento de Tultitlán, agregue copia certificada de esta Recomendación, que 

se anexó, al expediente CM/QD/226/2011, para que considere las evidencias, 

precisiones y ponderaciones de la misma, que adminiculadas y concatenadas, con 

los medios de prueba que se allegue y/o cuenta, sustenten fehacientemente la 

resolución y, en su caso, las sanciones que se impongan. 

SEGUNDO. Ordene por escrito a quien corresponda, se designe un secretario a 

cada turno de la Oficialía Calificadora de la zona oriente de Tultitlán, y se habilite a 

los servidores públicos que en su caso suplan las ausencias de los titulares de esa 

oficina. 

TERCERO. Ordene por escrito a quien corresponda, que en cada turno de la 

Oficialía Calificadora de la zona oriente de Tultitlán, se cuente, al menos, con dos 

elementos de la Dirección de Seguridad Pública Municipal, y se designe a quien 

corresponderá vigilar a las personas que ingresen al área de galeras. 

CUARTO. Ordene por escrito a quien corresponda se emprendan las acciones 

administrativas necesarias a efecto de que los turnos de la Oficialía Calificadora 

zona oriente de Tultitlán, cuenten con personal médico para la valoración del 

estado psicofísico de las personas que allí sean presentadas. 

QUINTO. Ordene por escrito a quien corresponda, a efecto de que convoque a 

sesión de cabildo con la finalidad de uniformar el bando municipal con la 

normatividad constitucional y estatal, y expedir a la brevedad el Reglamento de las 

Oficialías Calificadoras de Tultitlán. 

 



SEXTO. Ordene por escrito a quien competa que en la Oficialía Calificadora de la 

zona oriente de Tultitlán, indefectiblemente se brinde garantía de audiencia a las 

personas que sean presentadas y se expida acuerdo de calificación de infracción 

administrativa previo a la imposición de sanciones. 

SÉPTIMO. Ordene por escrito a quien corresponda se equipen las celdas de la 

Oficialía Calificadora de la zona oriente de Tultitlán, con colchonetas, ropa de 

cama, servicio de agua corriente y luz eléctrica, y en general se adecuen sus 

instalaciones a la protección de la vida y dignidad humana. 

OCTAVO. Ordene por escrito a quien corresponda se implementen cursos de 

capacitación y actualización en materia de derechos humanos y del marco jurídico 

que rige la actuación de los servidores públicos adscritos a las Oficialías 

Calificadoras y a la Dirección de Seguridad Pública Municipal de Tultitlán, a fin de 

que durante el desempeño de su cargo se conduzcan con puntual respeto a los 

derechos humanos y con apego a las normas legales que regulan su funciones, 

para lo que esta Comisión ofrece su más amplia colaboración. 


